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RECURSO 130/2024 
RESOLUCIÓN 140/2024 
 
 
Resolución  140/2024, de 10 de octubre, del Tribunal Administrativo 
de Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima 
el recurso especial en materia de contratación nº 130/2024 
interpuesto por la empresa El Secretario, S.L., contra la Resolución 
de 16 de septiembre de 2024, de la Dirección General de Formación 
Profesional y Régimen Especial de la Consejería de Educación, por la 
que se le excluye del procedimiento de adjudicación del contrato de 
suministro, instalación y puesta en marcha de 15 aulas de tecnología 
aplicada para la familia de administración y gestión (AdTECA) en el 
marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
financiado por la Unión Europea Next GenerationEU (expediente nº 
A2024/007595), y se acepta la propuesta de adjudicación a favor del 
siguiente licitador mejor clasificado (Invelón Technologies, S.L.) 
efectuada por la Mesa de contratación. 

 
 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- Mediante Orden de 24 de junio de 2024 de la Consejería de 
Educación se acordó la iniciación del expediente de licitación del contrato 
identificado anteriormente, mediante procedimiento abierto y varios criterios 
de adjudicación y con tramitación de urgencia de conformidad con el artículo 
50 del Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para 
la Ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 

 
Segundo.- La Mesa de contratación, tras proponer la adjudicación a la 

licitadora Avance En Educación Global, S.L (Avance), solicitó y examinó la 
documentación para acreditar los requisitos de capacidad y solvencia, y le 
requirió de subsanación de la solvencia técnica conforme a la cláusula 2.2 del 
PCAP. 

 
Tercero.- Por Resolución de 30 de agosto de 2024 el órgano de 

contratación acuerda excluir a Avance y acepta la propuesta de adjudicación 
de la Mesa de Contratación a favor de El Secretario, S.L. 
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Cuarto.- Tras requerir de documentación al propuesto nuevo 
adjudicatario, este es excluido por no acreditar el cumplimiento de los 
requisitos de solvencia técnica establecidos en la cláusula 2.2 del PCAP. Esta 
Resolución, de 16 de septiembre de 2024, se notifica a la empresa en el mismo 
día. 

 
Quinto.- El 23 de septiembre de 2024 tiene entrada en el registro del 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León el recurso 
especial en materia de contratación interpuesto por el representante de la 
mercantil El Secretario, S.L. contra su exclusión. En dicho recurso solicita la 
suspensión del procedimiento de adjudicación hasta que se dicte resolución en 
el recurso. 

 
Sexto.- Por la Secretaría del Tribunal se da traslado del recurso a los 

restantes licitadores. La nueva adjudicataria Invelon Technologies, S.L., en 
trámite de alegaciones, solicita que se le envíe la documentación relativa al 
recurso interpuesto y el informe del órgano de contratación, formulando 
alegaciones el 7 de octubre en las que se adhiere al informe del órgano de 
contratación y realiza algunas observaciones sobre cantidades admitidas por 
la Mesa de contratación y el informe mencionado, y que a su juicio deben 
excluirse de la justificación de la solvencia técnica. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2018, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- El procedimiento del recurso especial se ha tramitado conforme a 

lo previsto en el capítulo V, título I, del libro primero (artículos 44 y siguientes) 
de la LCSP.  

 
El recurso se ha interpuesto contra la exclusión de una empresa 

licitadora del procedimiento de adjudicación de un contrato de suministro cuyo 
valor estimado es de 702.479,34 euros, por lo tanto, superior a 100.000 euros. 
El acto es recurrible, de acuerdo con el artículo 44.1.a) y 2.b) de la LCSP.  
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La empresa recurrente está legitimada para interponer el recurso 
especial en materia de contratación contra su exclusión, a tenor del artículo 
48 de la LCSP y está acreditada la representación con la que actúa. 

 
En este caso el recurso se interpone contra el acuerdo de exclusión, 

contenido en el acuerdo de adjudicación. Por ello, es de aplicación el plazo 
reducido del artículo 58 a) del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, 
por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la 
Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia y no opera el plazo general del artículo 50.1. d) 
de la LCSP, por lo que el recurso se ha interpuesto en plazo. 

 
3º.- En cuanto al fondo del asunto, la controversia principal radica en 

determinar si la exclusión de la recurrente fue correctamente acordada. 
 
La empresa recurrente alega que los certificados y facturas del año 2021 

presentadas para acreditar la solvencia técnica se refieren a distintas 
categorías del CPV 302xxxxx-x exigido en el PCAP y que ha justificado 
682.895,89 euros, por tanto, una cuantía superior a la solvencia técnica 
mínima exigida en la licitación. Y en el caso de que la Mesa no considerara 
validas las facturas o certificados debería haberle requerido subsanación, igual 
que se hizo en el caso de la primera adjudicataria Avance. 

 
Por el contrario, el órgano de contratación considera que se ha 

vulnerado la cláusula 2.2 del PCAP en relación con el apartado 9 de su Cuadro 
de Características, puesto que las facturas presentadas relacionadas con el 
CPV 302xxxxx-x es inferior al mínimo exigido (491.735,54 euros) y de acuerdo 
con el Documento Europeo Único de Contratación (DEUC) que presentó, 
declaró que la información comunicada era veraz, por lo que al ser inexacta la 
información relativa a la solvencia técnica procede su exclusión. Respecto a la 
solicitud de suspensión cautelar de la licitación se opone a la misma. 

 
Expuestas las posiciones de las partes debe analizarse, en primer lugar, 

la relativa a la suspensión del procedimiento de adjudicación solicitada. La 
recurrente se limitó a solicitar en el suplico de su recurso la paralización del 
procedimiento de adjudicación, sin mayor esfuerzo argumentativo. En 
numerosas ocasiones se ha pronunciado este Tribunal señalando que, según 
reiterada jurisprudencia en la materia, los perjuicios deben ser demostrados y 
no meramente alegados, y de una envergadura tal que malogre el posible 
resultado del proceso favorable a quien solicita la suspensión. Por lo que, en 
casos como el presente en que el recurrente se limita a solicitar la suspensión 
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del acuerdo recurrido sin argumentación ni acreditación de perjuicio alguno, 
se ha denegado al entender que la suspensión solicitada no responde a la 
finalidad que el artículo 49 de la LCSP atribuye a la adopción de las medidas 
cautelares. De este modo no era procedente acceder a la petición planteada. 

 
Respecto al fondo del recurso interpuesto, el análisis de la cuestión 

requiere partir del valor vinculante de los pliegos, auténtica lex contractus, con 
eficacia jurídica no sólo para el órgano de contratación, sino también para 
cualquier interesado en el procedimiento de licitación y, particularmente, para 
las empresas licitadoras. 

 
El artículo 139.1 de la LCSP dispone que “Las proposiciones de los 

interesados deberán ajustarse a los pliegos y documentación que rigen la 
licitación, y su presentación supone la aceptación incondicionada por el 
empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas o condiciones, sin 
salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la mesa y al órgano de 
contratación para consultar los datos recogidos en el Registro Oficial de 
Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en las listas oficiales 
de operadores económicos de un Estado miembro de la Unión Europea”. 

 
De lo expuesto, se pone de manifiesto que los pliegos se configuran 

como ley del contrato, por lo que los licitadores deberán ajustar su actuación, 
en primer lugar, a lo previsto en dichos pliegos, cuyo contenido se analizará a 
continuación. 

 
La cláusula 2.2 del PCAP indica que el empresario acreditará su 

solvencia técnica o profesional por los medios establecidos en el apartado 9 
del Cuadro de Características específicas de este PCAP. 

 
Este apartado 9 exige para acreditar la solvencia técnica: 
 
“La relación de los principales suministros efectuados, en los tres 

últimos años, de igual o similar naturaleza que los que constituyen el objeto 
del contrato, cuyo importe anual acumulado en el año de mayor ejecución sea 
igual o superior al 70% del valor estimado del presente contrato, lo que 
equivale a un mínimo de 491.735,54 €. Para determinar que un trabajo o 
servicio es de igual o similar naturaleza al que constituye el objeto del contrato 
se atenderá a los tres primeros dígitos del código CPV 302xxxxx-x 

 
»Los suministros efectuados se acreditarán mediante certificados 

expedidos o visados por el órgano competente, cuando el destinatario sea una 
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entidad del sector público; cuando el destinatario sea un sujeto privado, 
mediante un certificado expedido por este o, a falta de este certificado, 
mediante una declaración del empresario acompañado de los documentos 
obrantes en poder del mismo que acrediten la realización de la prestación; en 
su caso estos certificados serán comunicados directamente al órgano de 
contratación por la autoridad competente”. 

 
La exclusión de la mercantil El Secretario se acuerda por no acreditar la 

solvencia técnica mínima exigida en el PCAP, 491.735,54 euros, acreditando 
440.735,54 euros. Procede, por tanto, entrar en el análisis de esta justificación. 

  
De los certificados presentados por la excluida, el órgano de 

contratación admite una justificación de 322.113,92 euros (frente a los 
518.460,18 que defiende la recurrente). La diferencia se fundamenta en la no 
admisión de partidas o elementos que no responden al CPV exigido por el PCAP 
(302xxxxx equipos y material informático) en la certificación emitida por la 
Xunta de Galicia, admitiendo exclusivamente el OC dos partidas (banco de 
trabajo y videocámara). Sin embargo, debe reconocerse que el adjudicatario 
y alegante Invelon Technologies, S.L. tienen razón, puesto que estos 
elementos pertenecen a un expediente de contratación diferente tal como lo 
identifica la propia Xunta (expediente 12/21) y responde a un CPV diferente 
(3916xxxx mobiliario escolar). Por lo que la suma de ambas partidas 71.358,49 
euros debe estimarse como no justificada a los efectos de acreditar la solvencia 
técnica mediante certificados. Respecto a la acreditación mediante facturas 
aportadas por el recurrente, el OC divide las mismas en bloque 1, dando por 
acreditada la solvencia respecto a todas ellas en cantidad de 36.937,31 euros; 
bloque 2, en el que el OC estima que estas facturas referidas a suministros 
realizados a entidades locales, responden a facturas del programa Gestión 
municipal. Modelo simplificado, según Orden HAP 1782/2013, de 20 de 
septiembre, y en las que no se identifica el CPV ni existe descripción alguna 
de los suministros, por los que no se aceptan y; respecto al bloque 3, las 
facturas de suministros se refieren en ocasiones a suministros a entidades del 
sector público y otras a entidades privadas, de las que el OC excluye aquellos 
elementos que no responden al CPV exigido, por lo que la cuantía aceptada 
sería de 81.265,63 euros (frente a los 102.132,26 euros defendidos por la 
recurrente).  

 
De lo anterior puede concluirse que el recurrente no acreditó la cifra 

mínima exigida en el PCAP como solvencia técnica, por lo que es procedente 
su exclusión. 
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El recurrente mantiene que debió requerírsele para subsanar del mismo 
modo que se hizo con Avance. Sin embargo, ambos supuestos responden a 
premisas diferentes, en el caso de El Secretario no se consideró que no 
acreditaba su solvencia técnica, sino que la acreditada no alcanzaba la cifra 
mínima exigida en el PCAP de modo que, a diferencia del caso alegado por la 
recurrente, no se trataba de subsanar una omisión o una presentación 
defectuosa, por lo que no procedía tal requerimiento de subsanación como 
correctamente apreció el OC. 

 
En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
PRIMERO.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

nº130/2024 interpuesto por la empresa El Secretario, S.L., contra su exclusión 
en el procedimiento de adjudicación del contrato de suministro, instalación y 
puesta en marcha de 15 aulas de tecnología aplicada para la familia de 
administración y gestión (AdTECA) en el marco del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia, financiado por la Unión Europea Next 
GenerationEU, expediente nº A2024/007595. 

 
SEGUNDO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 
contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k LJCA). 
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